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    Introducción. Aprendiendo desde América Latina




    La realidad, sin imaginación, es la mitad de la realidad.


    Luis Buñuel




    Escribir es imaginar, y este texto es un ejercicio de imaginación. Un intento de sumarse a quienes imaginan otras formas de ser en el mundo, a quienes desde su cotidianeidad imaginan alternativas a una realidad social y política que, a menudo, supera la ficción. Porque el imaginario es la forma de pensar y percibir el mundo. Y hay muchas, tantas como nuestra imaginación nos lo permita.




    Este trabajo consiste en un ejercicio de reflexión teórica acerca de determinados procesos políticos y sociales que vienen sucediendo en la actualidad latinoamericana, si bien, aplicados al caso particular de la Bolivia contemporánea. Pero ¿por qué pensar en América Latina?, y aún más, ¿por qué caminar a su lado? En los últimos tiempos abundante literatura se ha prestado a atender la realidad de un continente envuelto en una serie de cambios vertiginosos. El denominado socialismo del siglo xxi, allí ensayado y proclamado por los gobiernos progresistas de la nueva izquierda latinoamericana, ha atraído gran expectación en todo el mundo. América Latina está siendo objeto de profundas transformaciones en todos los ámbitos y, en consecuencia, resulta de enorme interés para las ciencias sociales.




    Son varios motivos los que condujeron a que este texto se decantase por el análisis de las cuestiones que le han dado forma; se señalarán, de entre todos ellos, dos que resultaron especialmente determinantes. El primero es el laboratorio social y político en el que se ha convertido esta región desde finales del siglo pasado y la consiguiente proyección global que está adquiriendo. Con el segundo, se celebra la inspiración y el aprendizaje derivados de la praxis de los movimientos sociales de América Latina en aquellos países que asisten a la reestructuración o, dicho en un tono más contundente, al resquebrajamiento de las estructuras institucionales del Estado-nación. Es posible presenciar la crisis de representación que sobrevuela dicha organización política no sólo en países periféricos, como es el caso de los latinoamericanos, sino también en la periferia europea. El continente latinoamericano, subsumido en un profundo terreno de transformación, está aportando alternativas al modelo estatal hegemónico, pensando otras formas de entender la democracia –no siempre nuevas–, otras formas de ejercer la ciudadanía. Todo lo anterior me llevó a pensar este espacio, separado apenas por un inmenso océano de mi lugar de procedencia, del locus de enunciación radicalmente alterado por las experiencias aprehendidas desde, en y con América Latina. Pensar a América Latina desde Europa y a Europa desde el Sur.1




    Para Perry Anderson (2004:42) es en América Latina donde se están fraguando reacciones más profundas contra el modelo neoliberal, al señalar que:




    aquí y solo aquí, la resistencia contra el neoliberalismo y el neoimperialismo combina lo cultural con lo social y lo nacional. Es decir, implica la naciente visión de otro tipo de organización de la sociedad y otro modelo de relaciones entre los Estados (como se citó en Munck, 2015:218).




    Sumado a ello se hace necesario recordar que, en el camino hacia la democratización de la democracia, los movimientos indígenas han desempeñado un papel trascendental, y centrar el foco de análisis en la acción colectiva y las prácticas políticas de estas organizaciones no es, por lo tanto, baladí. Acción social no solo entendida como resistencia y lucha, sino también como negociación y diálogo entre las fuerzas sociales y el Estado. Para arrojar luz sobre tales cuestiones, la reflexión acerca de los nuevos modelos de democracia que se proponen desde América Latina se convierte entonces en un tema prioritario.




    Tras este ejercicio que exige un importante esfuerzo teórico se dará el salto a un caso que se ha convertido en paradigmático: el modelo de las autonomías de Bolivia, solo entendido en el marco de la plurinacionalidad, el cual constituye todo un experimento para la ciudadanía étnica del país y, por extensión, del conjunto de la región. El gobierno del actual presidente de la república (Evo Morales) se presenta como el adalid para comandar un proceso de cambio cuyo proyecto político pivota en torno a la plurinacionalidad, la descolonización de las viejas estructuras de dominación y la autonomía de las comunidades indígenas y campesinas. Bolivia se ha erigido como entidad abanderada del proyecto contrahegemónico en el escenario latinoamericano, como un campo propicio para la transformación social, todo ello a raíz del surgimiento de nuevas subjetividades, las cuales protagonizan el cambio institucional. Asimismo, cuando se avienen cambios en las estructuras de gobierno, van acompañados de modificaciones en la ordenación del espacio territorial. Esto es lo que ha ocurrido en Bolivia y el nuevo régimen de autonomías da muestra clara de ello. Sin embargo, es un proceso este no exento de una profunda crítica proveniente de sectores que en su día se mostraron abiertamente favorables a las nuevas propuestas de cambio político y social que prometían un cambio radical en el ordenamiento institucional del país.




    Cualquier investigación que se preste al análisis de las cuestiones étnicas en América Latina se ve irremediablemente abocada a tratar de comprender cómo la amplia diversidad etnocultural que ha poblado el continente ha sido integrada o excluida de los procesos de formación nacional. Actualmente se continúan ensayando fórmulas que enfrenten dicho fenómeno de manera satisfactoria, aunque ninguna resulta del todo convincente para el conjunto de actores sociales e instituciones estatales. A pesar de las cada vez más frecuentes alusiones a la crisis que mantiene eclipsado al Estado-nación, este perpetúa su vigencia como organización política y territorial desde la ordenación instaurada tras el sistema de Westfalia (1648). No obstante, se le achaca no haber querido prevenir a tiempo la disrupción que, en términos de soberanía, se hace latente en relación a las poblaciones multiétnicas de los países de América Latina. Lo que se cuestiona es, en definitiva, la institucionalidad del modelo estatal moderno, proceso que, para el caso concreto de Bolivia, Iglesias y Espasandín (2007) definen como “crisis estructural de la institucionalidad republicana”.




    A fin de comprender la nueva coyuntura que apunta, aparentemente, a un debilitamiento de la posición hegemónica de esta forma territorial en el panorama internacional, no es trivial traer a colación la tendencia seguida por los procesos de acumulación flexible del capital desde la década de 1990 cuando, de algún modo, comienzan a desentenderse del marco del Estado-nación en el contexto de la reestructuración del capitalismo (Negri, 2006). Otro momento crítico actual tiene que ver con la representación del sujeto en cuanto a la cesión soberana del ejercicio del poder: la voluntad del pueblo no se siente representada por los dirigentes; se precisa de un nuevo pacto social que revise el contrato entre gobernantes y gobernados.




    Entre las grietas de un edificio que se desmorona surge un nuevo poder constituyente, una nueva figura contractual y un espacio de resistencia para los grupos subalternos. Un poder constituyente que impulse el desalojo de las élites de poder de los espacios políticos hegemónicos; un poder constituyente que construya lo común desde las diferencias, y es que solo reconociendo la diversidad se puede aspirar a la igualdad (Díaz-Polanco, 2015).




    Esta crisis, esta reestructuración de los Estados nacionales, sea cual sea el apelativo que se le quiera conceder, queda reflejada en la emergencia de un bloque contrahegemónico que se moviliza a fin de derribar los viejos sistemas de dominación política con posos coloniales. Es entonces la crisis de un modelo de Estado diseñado sobre un sistema de dominación; un Estado moderno que ha sido incapaz de incorporar a los sectores indígenas en el seno de la sociedad nacional o de aliviar la fricción resultante de la confrontación de derechos colectivos y derechos individuales instituidos bajo principios liberales. La crisis del Estado-nación no es, por lo tanto, exclusivamente producida por la emergencia de movimientos etnopolíticos, sino por el aprovechamiento, de parte de estos, del resquebrajamiento del andamiaje institucional para cuestionar su forma organizativa y política.




    Son muchos quienes cuestionan la hegemonía del Estado-nación moderno como organización política y espacial. Lo acusan de agonizar, pero no sin tratar de apuntalar el poder que ha acaparado y ejercido sobre territorios y poblaciones. Pero ¿qué tan real es ese estadio casi terminal?, ¿no se trata, más bien, de una crisis de legitimidad del modelo democrático del que en su día hizo alarde pero que hoy se ve incapacitado de recrear un sentimiento de comunidad colectiva que le funcionó de mejor manera en el pasado? Autores como Héctor Díaz-Polanco (2015:153) rechazan esa aparente inacción de los Estados nacionales y acusan firmemente a quienes los sentencian a una fase cuasi póstuma de reproducir una máxima que repite el pensamiento neoliberal y que incluso sectores de la izquierda han aceptado. Para dicho autor esto no hace sino empañar la comprensión del proceso globalizador, que no puede entenderse sin el papel desempeñado por los Estados, tanto centrales como periféricos, y los vínculos existentes entre ellos (Díaz-Polanco, 2015:153). Cuando son los Estados los que rescatan bancos, deciden aplicar políticas de austeridad, determinan qué sectores serán los más afectados por recortes sociales, firman tratados comerciales que benefician a unos (corporaciones multinacionales), pero perjudican a otros. No parece que su margen de acción se haya visto mermado, sino todo lo contrario: los Estados intervienen de forma determinante en las dinámicas del capital financiero. Es cierto que dentro de esta tendencia los hay que juegan un papel más relevante y ocupan posiciones hegemónicas en la geopolítica mundial, frente a los que arrastran una dependencia histórica de los espacios centrales de la economía-mundo capitalista, pero no es menos cierto que los intereses de esas grandes corporaciones marquen, en buena medida, la hoja de ruta de los propios Estados.




    Con todo, el caso boliviano pone de manifiesto, mejor que ningún otro, la coyuntura crítica que salpica al Estado nacional moderno, al tiempo que se vive un nuevo proceso constituyente que favorece nuevas articulaciones estatales fraguadas en el seno mismo de la estructura estatal, pero impulsadas por la acción colectiva de las movilizaciones sociales, lo cual ofrece un nuevo escenario político para la reflexión. Las “sociedades en movimiento” (Zibechi, 2011), al escribir su historia desde abajo, despliegan toda una serie de vindicaciones y, tras años de lucha, lo que en origen se sintió como leve murmullo se convierte en un grito desgarrador que clama justicia social, igualdad y una democracia real. Los esfuerzos por acoger estas demandas sociales se están plasmando en las reformas constitucionales realizadas en buena parte de los países del continente. No obstante, no son pocos quienes se muestran escépticos, o al menos prudentes, al interpretarlas en el mero ámbito discursivo y, desde el escepticismo y la prudencia, radicalizan su protesta al tiempo que se persigue criminalizarla y silenciarla para siempre.




    De forma paralela, está calando entre la opinión pública internacional y en las fronteras nacionales de buena parte de los Estados latinoamericanos una imagen que no busca sino deslegitimar esa nueva izquierda emergente. Esta imagen deriva de un posicionamiento ideológico proveniente de las élites conservadoras infundidas por un firme espíritu neoliberal; a través de ella se reviste a los gobiernos progresistas de un halo de perversión cuasi satánica capaz de derrumbar las más “sólidas” democracias. No parece casualidad la preocupación mostrada desde Occidente y difundida a través de un mantra repetido hasta la saciedad en los medios de comunicación, condescendientes con la derecha más reaccionaria, acerca de la vulneración de los derechos humanos que tiene lugar, según su ideario, en los países mencionados. No deja de sorprender que se estén refiriendo a países en donde se ha logrado, en apenas el tiempo que dura una legislatura, reducir los índices de pobreza a la mitad. Mientras tanto, esas denuncias contrastan con el ataque directo, al que asiste buena parte de los países occidentales, contra la libertad de expresión, de manifestación, de pérdida objetiva del ejercicio de libertades y derechos individuales sancionada por leyes opresoras que han convertido la soberanía del pueblo en una utopía a alcanzar por una ciudadanía vista como el enemigo a abatir.




    Con todo, la región latinoamericana vive inmersa en un periodo convulso del que no parece poder escapar desde que los primeros conquistadores pusieron pie en el territorio amerindio. América Latina ha sido objeto de múltiples generalizaciones y este texto responde a dicha línea de análisis aun siendo absolutamente consciente de los peligros que ello entraña y de los errores en que se puede incurrir. La idea es establecer un marco de análisis referido a la tendencia general que define el panorama social y político del continente, al tiempo que se harán continuas menciones a un caso particular: Bolivia. El presente trabajo no trata entonces de interpretar de forma exhaustiva las particularidades de todos y cada uno de los países latinoamericanos, constituye, por el contrario, un trabajo de síntesis en el que se recogen los debates de especialistas a partir de los cuales se ha construido el texto, reconociendo, no obstante, sus aportaciones pero también sus limitaciones, las mismas que abren espacios de diálogo en el que las disertaciones que aquí se plantean encuentran su lugar.




    El esbozo de los planteamientos previos aporta algunas claves que nos ayudan a responder las preguntas que surgen de manera inevitable: ¿por qué Bolivia?, ¿es aún precipitado realizar un balance de la apuesta boliviana por construir otro modelo de Estado? Pero ¿qué tan profundas y rupturistas se presentan las transformaciones que se anuncian?, ¿qué hay de real en el proceso descolonizador de las estructuras estatales de matriz colonial y de refundación del Estado?, ¿constituye realmente un nuevo orden político posneoliberal?, ¿el nuevo modelo de Estado decolonial supone una actualización discursiva del multiculturalismo?, ¿es la plurinacionalidad una estrategia del discurso hegemónico que apuntala el remanente colonial de las estructuras estatales vigentes? La singularidad de Bolivia atrae, por esto, toda la atención dentro del contexto político y social de América Latina.




    El experimento social y político que supone el proceso constituyente en este país trata de alcanzar mayores niveles de participación ciudadana. Para entender dicho proceso no podemos sortear el análisis de las estructuras de dominación enraizadas desde el periodo colonial, no sólo en Bolivia sino en el resto de países de Latinoamérica. Estas favorecieron un ejercicio del poder que excluyó, oprimió y negó a buena parte de la sociedad, entre la que se encontraba, sin lugar a dudas, la población indígena. Al día de hoy, tal desfase busca ser revertido, la asimetría en términos de derechos sociales busca ser derribada. Para ello resulta imprescindible entender el significado histórico y político de las luchas indígenas, y en ese contexto, entender que la vindicación de la identidad étnica no consiste únicamente en un medio para satisfacer un conjunto de demandas colectivas, sino en un llamado al reconocimiento político y público no folclorizado de un grupo social en cuestión.




    El arribo de Evo Morales al poder en Bolivia provocó una proliferación de análisis que han tratado de esclarecer las causas por las que se ha llegado a la nueva etapa que vive el país desde 2005 y que aparece marcada por unas tempranas transformaciones políticas y sociales pero también por el cuestionamiento más reciente ante la levedad de las mismas; un país que presenta, además, uno de los mayores índices de población indígena de toda América Latina. Las movilizaciones sociales que arrancaron con el comienzo de siglo irrumpieron en el escenario político del país de la mano del Movimiento al Socialismo (mas) cuando este absorbió las demandas de las organizaciones indígenas, lo que despertó el interés de la opinión pública a nivel internacional y, cómo no, de los académicos, principalmente de aquellos dedicados al estudio de los movimientos sociales. Sin embargo, la lectura que estos acontecimientos históricos invitan a realizar no puede restringirse al ámbito local, ni tan siquiera regional, dado que trasciende las fronteras del continente latinoamericano al quedar este inserto en la dinámica capitalista global. Por lo tanto, sin una reflexión de índole estructural resulta complicado comprender el papel protagónico de los movimientos indígenas en Bolivia, la significación que a nivel regional adquiere lo acaecido en este país en relación con el devenir político de América Latina, así como el interés que ha suscitado en el contexto de las luchas antineoliberales a escala global, fundamentalmente en términos discursivos.




    El objeto de análisis de este texto obliga a atender los debates que emergen en el seno de diversas disciplinas sociales en un intento por comprender las cuestiones que lo estructurarán. El marco de estudio sistémico del que se parte no puede concebirse sin la articulación de un análisis geográfico que ayude a dilucidar las nuevas territorialidades emergentes, los procesos de apropiación territorial o la producción de espacialidades contrahegemónicas; de una aproximación antropológica desde los estudios de la identidad para comprender los procesos de subjetivación y el uso y manejo de la etnicidad como estrategia política; de una perspectiva histórica ineludible a fin de explicar la persistencia de las estructuras de dominación coloniales y su actualización en el tiempo presente; de unos apuntes desde la filosofía que arrojen luz acerca de la dimensión del poder que atraviesa las relaciones sociales y la manera en que estas, a su vez, son productoras de espacios sociales; de algunas nociones que la ciencia política ofrece para entender los procesos constituyentes, los nuevos regímenes autonómicos y el surgimiento de pueblos indígenas como fuerzas sociales antagonistas que despliegan formas organizativas singulares; y, por último pero no por ello menos importante, de una reflexión desde la sociología para describir la emergencia de los movimientos etnopolíticos en América Latina.




    Asimismo este trabajo da cuenta de una perspectiva wallersteniana del sistema-mundo, la cual permite ampliar el horizonte de análisis para comprender el papel que el continente latinoamericano juega como espacio periférico en dicho esquema, pero, sobre todo, para tener presente la manera en la cual quedó inserto en este desde el siglo xvi, momento en que se concibió como pieza clave para la economía-mundo capitalista al convertirse en el proveedor de materias primas para la economía de las áreas centrales. El propio Immanuel Wallerstein sostiene que “los Estados no se desarrollan y no pueden ser comprendidos excepto en el contexto del desarrollo del sistema mundial” (2011:94). Del mismo modo acontece para los grupos étnicos, por lo que este enfoque resulta del todo pertinente para el presente estudio.2 Si con este trabajo se aspira a entender los procesos de cambio político y social que están acaeciendo en América Latina actualmente, al centrarse en el caso particular de Bolivia resulta esencial pensarlo desde un enfoque sistémico capaz de arrojar luz sobre las dinámicas globales que condicionan los procesos locales emplazados en el esquema de la economía-mundo capitalista. Este marco de análisis conmina a considerar la historicidad de las luchas indígenas, su genealogía y la relación de los grupos étnicos con el Estado nacional.




    Yendo un poco más lejos, hay quienes piensan Bolivia como una encrucijada de caminos, como la interfaz donde los proyectos políticos contrahegemónicos a nivel global pueden encontrarse, incluso como referente para los movimientos sociales de izquierda radical europeos, los cuales deberían plantearse su indianización y establecer alianzas estratégicas con sus homólogos latinoamericanos (Iglesias y Espasandín, 2007; Iglesias, 2007). Bolivia se presenta entonces como fuente de inspiración para todos aquellos proyectos que buscan frenar el avance desenfrenado del neoliberalismo. Lo que no se puede negar es que este país constituye el mayor ejemplo de entre todos los países de América Latina donde un proyecto político, vendido como transformador en su origen, ha sido capaz de alcanzar el ámbito de la institucionalidad gracias a la acción colectiva impulsada por los movimientos sociales que han inventado nuevas formas de hacer política. A pesar, sin embargo, de la deriva actual que parece haber dejado atrás el carácter radical con el que, en un principio, asaltó el escenario político institucional. La experiencia boliviana invita, por lo tanto, a reflexionar acerca de la cuestión del poder y las estructuras de representación. Abre, en definitiva, un campo de análisis para pensar los proyectos de emancipación de los pueblos indígenas y, por extensión, de los pueblos del Sur.




    El objetivo de este trabajo se centra entonces en explorar las propuestas de transformación social y política, los nuevos diseños de instituciones democráticas proyectados por los movimientos indígenas de América Latina. Sin embargo, ocurre una paradoja: a fin de revertir el andamiaje institucional del Estado moderno, las organizaciones etnopolíticas acuden, fundamentalmente, a una fórmu­la enquistada en la racionalidad de la modernidad, esto es, a la reivindicación territorial legitimada en discursos de reconocimiento identitario vindicados desde la diferencia. Se trata, por lo tanto, de pensar el papel protagónico de las nuevas subjetividades étnicas de América Latina, con especial atención al caso boliviano; entender la manera en que estas se relacionan con el Estado y con otros agentes económicos y sociales; esclarecer la crisis de institucionalidad del Estado moderno en América Latina, con base en el ejemplo que aporta la realidad de Bolivia; comprender las formas de acción colectiva indígenas expresadas en las luchas contrahegemónicas, la resistencia de los movimientos etnopolíticos, así como las estructuras de dominación que han determinado el lugar que los pueblos indígenas ocupan en un sistema social colonial que perpetúa su racionalidad institucional sobre la opresión y discriminación hacia ellos, y emplazar el debate de las autonomías en el modelo del Estado descentralizado con capacidad para acoger nuevas entidades territoriales que den respuesta a la diversidad etnosocial del país. Este trabajo girará en torno a estas cuestiones, las cuales serán, además, emplazadas dentro de la dinámica globalizadora del capital.




    Se parte, por lo tanto, del análisis de los procesos de producción de identidades que suponen una de las dimensiones constitutivas de la modernidad. Estos procesos aparecen, a su vez, permeados por relaciones de poder e intervienen en la configuración de nuevas dinámicas socioespaciales, las cuales encarnan la propuesta autonómica como forma de gobierno, no tanto alternativa, sino complementaria al modelo de Estado-nación; producción de identidades fruto del proyecto de la modernidad, el cual se embarcó en la empresa de diseñar y construir ad hoc determinadas subjetividades a fin de ser sometidas a su control. Pero como resultado directo de las contradicciones del propio proyecto, tales identidades fueron adquiriendo conciencia de su condición social y política, armando el escenario desde el cual enfrentar los modos de relación social que les fueron asignados y los cuales son, actualmente, cuestionados.




    Pero ¿por qué centrarse en la dimensión étnica y no realizar un análisis de clase? Porque este trabajo asume la dimensión étnica como “categoría social en la estructura de clase” (Iglesias, 2007:266). El mismo argumento que han repetido autores como Álvaro García Linera, vicepresidente de Bolivia, quien aprovechando el espacio que le cede Toni Negri en la obra coordinada por él mismo –Imperio, multitud y sociedad abigarrada (2010)– se apoya en los planteamientos del pensador italiano para reflexionar acerca de la identidad en la lucha de clases, que lo han llevado a sostener que “las clases sociales han sido construidas étnicamente o, si se prefiere, hay una dimensión étnica de la clase social” (2010:51). Tenemos entonces que en Bolivia el descontento social se ha canalizado en los últimos años a través del componente étnico de la identidad. Es decir, no se trata de separar una dimensión de la otra o de pensar las identidades étnicas al margen de la estructura en la que se insertan, sino de focalizar el análisis en su potencial transformador y entender la etnicidad como estrategia de lucha política. Ambas, además, no pueden desvincularse por un motivo concreto y es que el sistema colonial sometió a las poblaciones indígenas a una estratificación de clase que venía, a su vez, determinada por criterios étnicos, fenómeno que queda explicado con el concepto etnicización del trabajo (Wallerstein, 1991). Esto es, los diferentes estratos sociales que la estructura colonial fue produciendo y ordenando quedaron asociados a ciertas prácticas económicas y a determinados tipos de producción que dependían del modo de trabajo requerido para cada uno de ellos. Dicho de otra manera, y con base en una teorización foucaultiana, es la forma en que las sociedades indígenas experimentaron el actuar del biopoder en América, en primer lugar, a través de las disciplinas, y más adelante, por medio de la biopolítica.3 Desde comienzos del siglo xvi, y como parte inherente al desarrollo capitalista, el biopoder permitió insertar a las poblaciones (indígenas para el caso que se trata) en la recién instaurada estructura económica que debía responder a los procesos productivos de un modo de producción en expansión: el capitalismo.




    Lo que ocurre es, como bien apunta Álvaro Bello, que la demanda étnica y la demanda de clase se han integrado siguiendo la siguiente fórmula: la histórica vindicación por la tierra adquiere nueva forma en la vindicación por el territorio a partir de un proceso de resignificación que hace que la dimensión material y económica se diluyan en la dimensión sociocultural (2004:26).




    Pero debe quedar claro lo siguiente: si no resulta conveniente priorizar un análisis de clase, tampoco lo es focalizar el estudio en una reflexión de la etnicidad como dimensión única sobre la que actúan las estructuras de dominación que subyugan a las poblaciones indígenas. La razón de ello es que la producción de lo indígena queda incorporada a la estructura capitalista desde el periodo colonial y las sociedades subalternizadas son, en buena medida, resultado de las contradicciones que provoca la economía-mundo capitalista, por lo que ambas no pueden llegar a comprenderse en rigor de manera independiente, sino como parte de una estructura de dominación en la que intervienen continuamente y por la que son afectadas; una articulación étnica-clase según Espasandín (2007). La república boliviana, desde su creación, ha determinado el lugar que les corresponde ocupar a las poblaciones indígenas en la estructura social. Pero no solo eso, estas han sido, además, sometidas a un sistema de explotación económica y de exclusión social y política que se ha consolidado desde el arranque de su historia colonial.




    En una línea de análisis similar, autores como Vargas-Hernández sostienen que tanto los conflictos étnicos como los de clase sustentan “la lucha por la identidad de los movimientos indígenas”, por lo que ambos componentes forman parte de ellos (2005:456). Siguiendo en este debate, Rodolfo Stavenhagen se cuestiona si los conflictos étnicos que han surgido en las últimas décadas a nivel mundial no ponen de manifiesto el componente étnico sobre la lucha de clases o si es esta la que ha mantenido encubiertas las luchas étnicas del pasado (Mamani, 2005:21). Mires, por su parte, critica la lógica clasista que reduce el conflicto étnico a la lucha de clases, lo cual simplifica al máximo una dinámica social tan compleja (1992: 23-24, 111).




    La izquierda y, de manera particular, la corriente marxista, han obviado, en términos generales, la dimensión étnica a la hora de comprender la realidad social y política del continente latinoamericano. La clarividencia con la que se muestra ante nuestros ojos la comprensión de esa realidad no ha sido apreciada, sino hasta recientemente, por una izquierda obcecada en analizar las estructuras de clase al margen de su composición étnica. Pero ¿qué tan rupturistas se muestran al día de hoy los gobiernos de corte progresista de América Latina?, ¿han claudicado ante la ferocidad con la que actúa el modelo neoliberal?, si estos proyectos de reestructuración del Estado fallaran ¿qué nuevas vías se abrirían para hacer frente a dicho modelo?




    En tal contexto entra en juego la estrecha relación entre la cuestión étnica y la cuestión nacional. Si desde la conformación de los Estados nacionales decimonónicos lo indígena se ha percibido como un problema para la unidad política y cultural sobre la que estos buscaban sustentarse, ha sido porque la propia estructura estatal no ha sabido de qué manera incorporarlo en su seno o cómo conjugar las singularidades de las diferentes identidades frente a la concepción liberal que atiende la universalidad de los derechos individuales de los ciudadanos. Es por ello que el proceso de producción de etnicidades debe ser entendido en el marco del Estado-nación y, en consecuencia, estos fenómenos se deben repensar en su dimensión étnica. Es decir, si para los proyectos nacionales del siglo xix encontrar la fórmula para adscribir a las poblaciones indígenas a los nuevos Estados supuso uno de los grandes desafíos, en la actualidad este dilema aún existe, lo que demuestra que este modelo de Estado no ha sabido resolver la cuestión de la heterogeneidad étnica, no ha sabido conjugar la diferencia en la igualdad, y es por ello que precisa de transformaciones estructurales a nivel político, social y cultural. En este contexto es ineludible hacerse eco del marco autonómico, debido a que las autonomías reformulan “las relaciones entre ‘lo indio’ y lo nacional-estatal” (Mires, 1992:209) al constituir un mecanismo por el que los pueblos indígenas replantean su articulación en los espacios de poder.




    Las organizaciones indígenas, invocando la autoidentificación identitaria, reclaman el reconocimiento de derechos colectivos derivados de los derechos territoriales. Distintos actores sociales y agencias (instituciones estatales, corporaciones económicas y colectivos sociales) se ven, por lo tanto, involucrados en toda una red de relaciones de poder que deberán ser, en consecuencia, estudiadas. El resultado de estas relaciones de poder es la confrontación entre dos lógicas opuestas: aquella que desafía abiertamente la continuidad del status quo del Estado nacional moderno, y otra que lo convierte o bien en un feudo inamovible en el cual perpetuar el ejercicio del poder en manos de una élite hegemónica, o en una mercancía inserta en los canales del comercio financiero global. Todo ello nos conduce inexorablemente a analizar los conflictos sociales emergentes en la contradicción de ambas racionalidades.




    En el caso de Bolivia existe un panorama nacional signado por el conflicto. Un conflicto entendido como medio para emplazar la resistencia y resultado del enfrentamiento de lógicas divergentes. Pero también como proceso inacabado que avanza hacia el fortalecimiento democrático, como espacio de confrontación agonista entre diferentes actores políticos y fuerzas sociales, escenario real de luchas políticas y lugar en el que se forjan y reafirman las identidades étnicas, donde se producen nuevas subjetividades. Conflicto que enfrenta a varias Bolivias, a diversas configuraciones culturales y políticas separadas por fronteras porosas, permeables, que posibilitan configuraciones híbridas: la andina frente a la amazónica y la indígena frente a la mestiza. La población mestiza no ha cesado en su empeño por construir un país que se inserte plenamente en la modernidad capitalista, que no quede relegado del proceso de globalización económica que marca el neoliberalismo como única vía. En tal imaginario socioespacial, la Bolivia indígena –en cuya tez oscura queda reflejado para aquellos lo pre y antimoderno, lo tradicional y popular, lo terruño, lo que, en definitiva, supone una cortapisa al desarrollo (entendido como despegue económico)– no tiene cabida. Tiene los días contados, es algo, por lo tanto, a excluir, diluir y, en última instancia, hacer desaparecer. Pero esa Bolivia indígena, hastiada de siglos de sometimiento, despojo y desigualdad, ha alzado el puño para dejarlo caer y, dando un manotazo sobre la mesa, ha demostrado que no es en absoluto una minoría, que son más que aquellos de quienes tanto abuso, miseria y dominación han recibido por el simple hecho de haber sido relegados a los escalones más bajos de una pirámide social cuya arquitectura se encargaron de construir los primeros conquistadores llegados del otro lado del Atlántico, colocándose a sí mismos en la cúspide, desvelando una estructura simbólica armada sobre la noción de la “colonialidad del poder” (Quijano, 2000). Pero cuanto más alto se sube, más grande es la caída. Como fénix renaciendo de sus cenizas, la Bolivia y, por extensión, la América Latina contestataria, rebelde e insurgente aparece para hacer frente desde otros modelos civilizatorios.




    El análisis de las resistencias y las relaciones de poder se convierte, por lo tanto, en una tarea ineludible. Dichas relaciones de poder y las nuevas configuraciones espaciales se deben pensar como resultado de los procesos sociales globales inscritos en la nueva fase del capitalismo, de expansión planetaria.




    El poder fomenta la producción de identidades y lo hace motivado por un interés; explora, delibera, clasifica, disecciona a los individuos y les adjudica unos marcadores identitarios que los definen. Interesa desvelar quién genera, y con qué motivos, las identidades como construcciones sociales, quién produce las subjetividades, dentro de qué coyuntura emergen y con qué fines. Esto obliga a desentrañar el proceso de espacialización de las identidades étnicas, lo cual únicamente será posible si previamente se piensa la espacialidad impuesta por el Estado como instrumento de control social al que se oponen nuevas formas de entender el espacio, nuevas imaginaciones espaciales pensadas como herramientas emancipatorias. Por lo tanto, hacer inteligible la malla en la que quedan entretejidos el espacio, el poder y la identidad, y la manera en que se imbrican en los procesos de lucha de los movimientos etnopolíticos emplazados en la crisis de legitimidad de la modernidad capitalista, supone uno de los retos que se propone este trabajo; en otras palabras, se atenderá a la configuración de la geopolítica del poder con base en prácticas discursivas enunciadas desde la identidad.




    Sin embargo, esto no sería posible sin cartografiar las relaciones de dominación, sin entender los dispositivos de control sobre los que se ha sustentado la dominación de las sociedades indígenas, o rastrear y realizar una genealogía de las estructuras del poder colonial que se han transfigurado en el colonialismo interno del Estado plurinacional de Bolivia; es decir, sin estudiar la dominación reactualizada desde la época de la conquista, lo cual exige entonces realizar un recorrido histórico.




    El punto de partida del presente análisis es considerar la crisis de institucionalidad del Estado moderno de Bolivia, cuestionamiento que ha conducido a su reestructuración como forma política y territorial hegemónica de la modernidad, impulsada por movimientos sociales, en los que sectores indígenas han jugado un papel protagonista. Esta respuesta social emergente ha formulado nuevas imaginaciones socioespaciales y nuevas prácticas políticas construidas por las organizaciones etnopolíticas de las que dará cuenta este trabajo. Estas se insertan, a su vez, en el contexto de las autonomías territoriales, que en Bolivia originariamente fueron propuestas por las élites oligarcas de la región oriental. Sin embargo, en un giro discursivo e ideológico, el gobierno actual del país trata de promocionar este tipo de entidades jurídico-administrativas como espacios en donde los grupos étnicos disfruten de mayores niveles de representación democrática; en donde se facilite, como consecuencia, la participación de la ciudadanía étnica y el ejercicio de prácticas espaciales vinculadas con el autogobierno. La intención del discurso estatal consiste en dar coherencia a las nuevas formas gubernamentales con la realidad multi y pluriétnica del país, lo cual pone de manifiesto el estrecho vínculo entre el espacio territorial y social y la identidad política y cultural.




    Para entender esta realidad conviene realizar una lectura crítica de la acción colectiva puesta en marcha por los movimientos etnopolíticos de la región, las luchas de los pueblos indígenas y la confrontación frente a la espacialidad oficial del poder estatal y corporativo empeñado en anular las prácticas y los discursos contestatarios. Conocer, por lo tanto, las historias diseñadas desde los márgenes, desde el pensamiento crítico fronterizo, es decir, imaginar el nuevo panorama geopolítico que se está construyendo en América Latina y las nuevas ontologías del ser. Y dado que es compartido el espacio periférico, el contexto espacial periférico, no sólo geográfico sino también moral, ¡hay que caminar de la mano por la liberación de los pueblos del Sur!




    Este texto se estructura en cinco bloques claramente delimitados. En esta introducción se han bosquejado las principales cuestiones que aparecerán a lo largo de la investigación, presentando en términos generales la problemática de estudio y los enfoques teóricos desde los cuales será pensada, así como algunas cuestiones referidas al quehacer científico de las ciencias sociales. El bloque que sigue a esta primera parte profundiza en la tríada territorio-poder-identidad, que constituye el armazón sobre el que se construye el trabajo, con una atenta lectura a los paradigmas de estudio que han dedicado sus esfuerzos a construir un campo analítico y metodológico desde los cuales trabajar dichos conceptos. A continuación, se emplaza la narración en el surgimiento de la modernidad y en el modo en que fue y ha sido la responsable de la producción de las subjetividades protagonistas de este trabajo. El tercer bloque se focaliza en la acción colectiva desempeñada por los movimientos etnopolíticos de América Latina y, de forma particular, en Bolivia, estudio de caso de este trabajo. Para concluir se finaliza con algunas consideraciones que devienen de toda la reflexión contraída en la investigación desarrollada.




    Una nota aclaratoria con la que se cierra este primer punto va dirigida a explicar el contexto académico en el que este manuscrito ha sido elaborado. Este libro es el producto final de la investigación posdoctoral realizada en el Instituto de Geografía de la Universidad Nacional Autónoma de México durante los cursos 2014/2016, pero con una trayectoria acumulada anterior. Es fruto de las reflexiones que comenzaron en la etapa doctoral y que fueron tomando forma tras profundizar en nuevos paradigmas de estudio, y gracias al aprendizaje construido durante ese tiempo, además de la experiencia personal y subjetiva adquirida tras los diferentes periodos de trabajo en campo.




    Los lectores que se adentren en la lectura del texto se darán cuenta que cede ante el uso lingüístico del género masculino, por el cual se ha optado a fin de dinamizar tanto la redacción como la lectura del mismo. Al respecto considero legítimo todo cuestionamiento que se le quiera hacer a dicha elección adoptada en términos pragmáticos.




    Notas




    

      

        1 Michael Hardt considera que la tendencia de las prácticas revolucionarias se ha revertido, y si anteriormente la dirección era norte-sur, ahora ocurre lo contrario (2010: 121-123).


      




      

        2 Algunos autores como Marcello Carmagnani (2011) cuestionan la interpretación estructuralista del sistema-mundo por ignorar la capacidad de la agencia humana para responder ante el devenir del mismo y por anular las estrategias de unos actores históricos sujetos a los ciclos exógenos del sistema mundial.


      




      

        3 Para entender el significado y el alcance de la noción de biopolítica resultan imprescindibles las obras de Michel Foucault, quien la define como “la manera como se ha procurado, desde el siglo xviii, racionalizar los problemas planteados a la práctica gubernamental por los fenómenos propios de un conjunto de seres vivos constituidos como población: salud, higiene, natalidad, longevidad, razas…” (2012c:311).


      


    


  




  

    Capítulo 1. Cartografiando el territorio y la identidad




    Como los procesos contemporáneos de etnización cargan con frecuencia con un discurso territorial para legitimarse, es justo afirmar que el territorio a menudo aparece como un territorio etnizado.


    Rogerio Haesbaert




    La reflexión teórica que estas páginas recoge será aplicada, tal y como se ha adelantado, al caso particular de la Bolivia contemporánea, pero teniendo siempre presente su inserción en el escenario global. De esta manera, se pondrá de manifiesto la dimensión espacial de las relaciones de poder entre distintos grupos identitarios que disputan el control y la apropiación de un espacio físico, pero también político y simbólico.




    En consecuencia, el andamiaje conceptual que da forma a la estructura sobre la que se construye el texto pivota en torno a tres categorías: territorio, poder e identidad. La articulación de dichas variables constituye un corpus teórico que ayuda a entender la complejidad socioespacial y política del escenario referido, no solo su descripción. Se pretende así un ejercicio genealógico y deconstructivo acerca de dos categorías fundamentales de la forma del Estado-nación: el territorio y la identidad, aportando para ello elementos de reflexión críticos que pongan de manifiesto la ficción que los envuelve. En consecuencia, las nociones que se manejan en este trabajo no se conciben de manera cerrada ni mucho menos definitiva, sino que resultan de la pertinencia para abordar las cuestiones planteadas y demarcan el significado que se les concede en esta investigación. La lectura que se llevará a cabo no agota ni pretende imponerse a otros enfoques; sin embargo, y dado que se hará uso de categorías dotadas de una notable carga polisémica, resulta tarea prioritaria definir con precisión y hacer explícito el marco teórico-conceptual en el que se ubicará. En realidad, el interés no se centra tanto en los conceptos en sí, sino en cómo estos son manejados por los actores sociales y por las instituciones de poder y, sobre todo, en qué contextos específicos.




    Una de las interpretaciones que aparecerá de forma reiterada a lo largo del texto parte de considerar la identidad como mecanismo de control sobre un territorio, en donde subyace la acción estratégica de aquella; tal lectura nos da pie, a su vez, a atender la variable del poder. La definición de territorio propuesta por Marcelo Lopes de Souza como “campo de fuerzas” y “red de relaciones sociales” da pistas para pensar en el nexo que liga la cuestión territorial e identitaria y la dimensión del poder, al conformarse un espacio de relaciones atravesado por una frontera entre “nosotros” y los “otros” que establece un marcador entre identidades diferenciadas (2008:86). En muchas ocasiones se establecen relaciones entre grupos identitarios diferentes, determinadas por una conflictividad que resulta de la confrontación de producciones espaciales opuestas.




    En América Latina, y en Bolivia en concreto, la identidad ha constituido un factor de primer orden para el ejercicio de la dominación de unos grupos sociales sobre otros, más concretamente, la identidad étnica. A menudo, quienes quedan sometidos a tal ejercicio son adscritos a un determinado espacio social y simbólico –e incluso físico– específico. La dominación resultante interviene, a través de dispositivos de control, en las producciones socioespaciales y en la producción de subjetividades; esto es lo que ha ocurrido con las sociedades indígenas, tal y como quedará demostrado.




    En esta investigación el poder es pensado como elemento articulador de las prácticas sociales que al mismo tiempo producen espacios sociales. El poder es escurridizo y en ocasiones ni siquiera se averigua desde dónde se ejerce. En América Latina, la colonialidad ha impregnado toda la estructura social, fenómeno ante el que la acción colectiva de los movimientos etnopolíticos ha creado fórmulas de resistencia para desarmarlo.




    Sin embargo, a la hora de comprender la manera en la que el poder se entreteje en la malla de relaciones sociales que los individuos construyen en su cotidianeidad, se incurriría en un error si se focalizara el análisis, única y exclusivamente, en el poder ejercido por parte del aparato institucional del Estado, en su facultad sancionadora, con relación a las luchas políticas a través de la constitucionalidad que les confiere a los movimientos sociales. En este escenario la resistencia contrahegemónica se revuelve para evitar que sus acciones colectivas sean canalizadas por medio de la institucionalidad estatal, pues, de ser así, anularía su capacidad para presentarse como alternativa al poder hegemónico del Estado. En consecuencia, no deben quedar desatendidas las prácticas políticas de quienes, aun actuando dentro de los canales formales diseñados por la estructura administrativa del Estado, ponen en marcha en su día a día un corpus de formas de resistencia con las cuales menoscabar el orden social en que son inscritas. Los canales institucionales por los que buena parte de las luchas de los movimientos etnopolíticos bolivianos transitan, no les restan ni un ápice de legitimidad, por el contrario, culminan un proceso histórico de acumulación política de experiencias y de aprendizaje, de construir sin dejar de ser, que se encumbra tras el asalto al poder. Y si se admite la actual crisis de legitimidad por la que atraviesa la tradicional formación política de las naciones modernas, más que nunca se vuelve casi una obligación atender las prácticas emancipatorias de las luchas contrahegemónicas, experiencias que han conducido a la politización de los grupos subalternos que aspiran a lograr una mayor justicia social e igualdad en la diferencia.




    Las reflexiones que dan forma a este texto se enmarcan en los procesos de etnización de las reivindicaciones políticas desplegadas por los movimientos indígenas de América Latina, con base en el planteamiento del sociólogo Pierre Bourdieu, que considera el modo en que las identidades colectivas se activan en el marco de las luchas sociales (como se citó en Giménez, 2009:56-57). El debate se emplazará, por lo tanto, en el discurso político de la identidad étnica, dado que pueden encontrarse procesos identitarios fuertemente politizados, tal como sostiene Álvaro Bello: “las demandas ciudadanas indígenas contemporáneas se basan en una politización de las identidades, que pasan a ser asumidas como sus­tento de la acción política” (como se citó en Bartolomé, 2006:151-152).




    Pero ¿por qué conceder mayor relevancia a la categoría de territorio y no de espacio? Porque el espacio que las relaciones de poder producen se convierte en territorio, y lo que interesa en este momento es comprender dichas relaciones conformadas en un espacio determinado entre distintos actores sociales que aparecen involucrados en la disputa por su apropiación, lo que, tal como se expone, constituye el territorio, reivindicación por excelencia de los movimientos indígenas de América Latina. De esta manera, este trabajo ha optado por el uso de la categoría territorio al entenderlo como la apropiación del espacio, y es que, tanto por parte del Estado como por parte de los movimientos indígenas, se produce una reapropiación territorial desde donde se reconfiguran los sistemas de dominación de uno y las formas de acción colectiva de los otros. En este escenario los actores étnicos están ocupando nuevos espacios de poder desde los que despliegan su lucha contrahegemónica. Con base en la obra del geógrafo francés Claude Raffestin, el territorio es producido por los actores, quienes, además, intervienen en el ejercicio del poder (2013). En efecto, el territorio constituye el espacio de poder en el cual se establecen las relaciones sociales. Hablar de territorio implica entonces considerar las relaciones de poder y los conflictos entre actores sociales provocados por la delimitación y apropiación espacial.




    Para las sociedades indígenas, el territorio encarna la siguiente dualidad: una dimensión material referida a este como recurso para la reproducción social de la comunidad y una dimensión cultural y simbólica que tiene que ver con el sustento de la identidad colectiva. Toda relación social implica una relación de poder y la identidad constituye un elemento clave que interviene, afecta y condiciona la dimensión del poder, mismo que se significa en toda relación social, en donde actores antagonistas confrontan posiciones.




    Paul Claval y Claude Raffestin han sido algunos de los autores que con mayor énfasis han insistido en la necesidad de poner de manifiesto la espacialidad producida por las relaciones de poder. El peso de la obra de su compatriota Michel Foucault se deja sentir en sus reflexiones, lo que ha llevado a Raffestin (1980:3) a afirmar que:




    en toda relación circula el poder, que no es ni poseído ni adquirido, sino pura y simplemente ejercido […] por actores provenientes de [la] población […] Estos producen el territorio partiendo de esta realidad primera dada que es el espacio (como se citó en Cairo, 1993:206).




    Sin embargo, la definición de territorio vinculada al control sobre un espacio geográfico (frecuente en los trabajos del autor anteriormente referido) adolece de una concepción reduccionista al focalizar el objeto de estudio en la dimensión material y física del espacio. Este queda entonces representado como área delimitada y sometida al dominio por parte de un grupo social que ejerce determinado poder sobre el mismo. Con frecuencia se encuentra una lectura del espacio entendido como contenedor físico, como algo dado, externo a la dinámica social, es decir, a una interpretación que concede prioridad a su materialidad; sin embargo, no puede dejar de considerarse el espacio como producto y productor, al mismo tiempo, de relaciones sociales. Los actores sociales establecen una interacción que genera relaciones de poder determinadas por el control y el manejo del espacio, lo cual visibiliza, asimismo, la dimensión espacial del poder. Sumado a ello, afirma Lefebvre, el espacio es contenedor de lo político y lo ideológico y, por lo tanto, no se puede entender al margen de ambas dimensiones (como se citó en Soja, 1989). El espacio debe ser pensado, en consecuencia, desde su naturaleza transversal, marcada por dinámicas locales y globales inscritas en la modernidad mundial.




    Con base en tales planteamientos y al volver concretamente a la cuestión territorial, pueden sintetizarse dos vertientes para pensar el territorio. La primera tiene que ver con la producción espacial de carácter estatal y hegemónico que busca construir espacios limitados por fronteras internas a partir de líneas, puntos y polígonos, a los que las poblaciones quedarían asociadas y, por ende, sometidas al control territorial; esto se corresponde con la racionalidad de los Estados latinoamericanos que, hacia finales del pasado siglo, diseñaron formas singulares de propiedad agraria vinculadas a los territorios étnicos y cuyo reconocimiento jurídico obtuvieron previamente. Lo que en última instancia subyacía en dicha lógica de acción era el disciplinamiento de las poblaciones, en este caso, indígenas; en un intento por administrar y gestionar los procesos sociales, los individuos y colectividades potencialmente peligrosos o que pudieran provocar, a través de la acción colectiva, la desestabilización del aparato estatal y de las instituciones de poder.




    Al llegar a este punto es interesante traer a colación el concepto de “discriminación espacial” propuesto por Raffestin (2013), con el cual explica lo que puede ocurrir en sociedades multiétnicas (tal es el caso de América Latina), donde los grupos dominantes activan determinados dispositivos de control para someter a quienes son reducidos en territorios delimitados. La discriminación espacial consiste entonces en cercar, de alguna manera, a un sector de la población, a constreñirlo a un espacio geográfico. Si bien, tal como se ha explicado, el espacio constituye el productor de relaciones sociales, tal constricción podría ser simbólica y no solo física. De lo que se trata en último término es de aislar para facilitar la vigilancia y la dominación sobre dicha población; el margen de acción del grupo dominado está condicionado a las limitaciones que les impone la restricción espacial, lo que refleja relaciones asimétricas en el espacio (Raffestin, 2013) y relaciones de poder entre los actores. La gestión y administración de esos espacios territoriales están reguladas por la legislación nacional diseñada por el Estado, el cual, en último término, los delimita y concede las prerrogativas de su uso a las poblaciones indígenas que los habitan.4




    Sostiene Claval en su obra Espacio y Poder que:




    La división del espacio en áreas de observación y vigilancia debe llegar hasta delimitar circunscripciones lo bastante pequeñas para ser transparentes […] Es necesario localizarlos en cuanto a su acción […] y aislarlos del conjunto […] La finalidad de las delimitaciones es permitir el control de la gente; lo que importa es elegir una buena dimensión (1982:27-28).




    Claval atribuye al ejercicio del poder puro “una organización particular del espacio”, y ¿qué son sino los territorios indígenas institucionalizados por los Estados?, ¿qué son sino las entidades espaciales asociadas a las poblaciones indígenas en países como Bolivia, Ecuador, Colombia o Brasil? Estas responden a un esquema de ordenación territorial propio de los Estados-nación que fragmentaron el espacio para facilitar el control sobre las mismas y la dominación sobre las poblaciones que lo ocupaban al conocer su localización y movimientos. La fragmentación y ordenación del espacio en territorios indígenas le facilita al Estado el acceso a las materias primas, a mano de obra barata y, en definitiva, al control del territorio. Los etnoterritorios se convierten entonces en espacios y entidades limitadas, cercadas, con la intención de ser controladas; en consecuencia, suponen una planificación y ordenación espacial de acuerdo a las exigencias de los mercados y de las grandes corporaciones, ante las que buena parte de los gobiernos de América Latina se ha doblegado.




    Esta práctica consistente en la reducción a un espacio delimitado de un colectivo social ¿no es acaso una forma totalitaria de ejercer el poder?, ¿no deviene en el sometimiento de los individuos? En este sentido, el geógrafo brasileño Rogério Haesbaert critica que el confinamiento en espacios (que bien podrían ser los territorios étnicos) deviene en la exclusión de los otros o, incluso, en su aniquilación (2011:277). Sumado a ello, y tal como explica Christian Gros que ocurre en el caso colombiano, el Estado adquiere vía libre para intervenir en los territorios del espacio nacional por medio de expropiaciones de tierras (2012:87). En efecto, el Estado se autoadjudica el ejercicio del poder sobre el territorio y sus poblaciones, imponiendo su propia territorialidad, en una pretensión por afirmar su dominación.




    La segunda vertiente para pensar el territorio es la lógica contrahegemónica, alternativa, producida desde abajo, desde la subalternidad, la que concede mayor peso a la dimensión simbólico-cultural, pero también política. Aquella que concibe el territorio no como a priori, como algo fijo y estático, sino como un espacio marcado por el dinamismo y entendido como un conjunto de relaciones. Un espacio más discontinuo, más versátil, multidimensional y en constante movimiento, con contornos más difuminados.




    Ocurre, y es una idea en la que se insistirá a lo largo del trabajo, que los movimientos indígenas una vez que pasan a insertarse en los canales institucionales de la protesta social, deben vehicular la movilización colectiva con base en los mecanismos que el propio Estado les ofrece y permite. Esto ayuda a entender la manera en que, desde las organizaciones etnopolíticas, manejan la cuestión territorial que articula el resto de las demandas, la cual no puede evitar reproducir un discurso que recuerda mucho a la lógica de la racionalidad moderna: aquella que invocaba al territorio como factor sobre el cual consolidar la unidad política de una nación determinada, que consideraba la soberanía territorial como garante de un Estado fuerte. Constituye este un mecanismo de control que el Estado aprovecha a fin de vigilar, en último término, los procesos políticos y sociales de los movimientos indígenas.




    Así pues el territorio se define con base en el espacio y el poder. El territorio que se construye a partir del espacio emerge como resultado de la acción ejercida sobre él por diferentes actores; la apropiación del espacio produce el territorio: es la territorialización del espacio. En este proceso, los individuos dan forma a su identidad, dicho de otro modo, los grupos sociales producen con base en el territorio su potencial simbólico-cultural para asumirlo como referente identitario. El territorio es dotado de significado en el proceso de apropiación por parte de los individuos y la relación que estos establecen con el espacio vivido aparece mediada por un conjunto de códigos simbólicos y culturales a través de los que el territorio es percibido. Constituye lo que José Luis García ha denominado territorio “socializado y culturalizado” (1976:94). La identidad cultural del grupo social queda inscrita en el territorio ante el que se establece una estrecha relación de pertenencia, lo que se entiende mejor desde la perspectiva del lugar. Es posible hablar entonces de la “semiotización del espacio”, que para Raffestin (1986) implica la “incorporación al espacio de un conjunto de signos culturales” (como se citó en Lindón, 2011:119); es decir, los individuos producen el espacio material, pero también el espacio social. Esto sucede porque el espacio da lugar a la producción de procesos sociales. Para simplificar, los procesos espaciales estructuran las relaciones sociales y ambos elementos quedan entretejidos.




    Para Haesbaert, si el territorio es pensado desde una aproximación geográfica, en su vertiente más político-económica como proceso de dominio permeado de relaciones de poder, por el contrario, y en su dimensión simbólico-cultural, se concebiría como sinónimo de apropiación de un espacio por parte de los grupos sociales (2011). En este espacio emergente se teje toda una red de relaciones que le imprime su carácter relacional y, tal como ya se ha adelantado, se oscilará entre el espacio controlado, dominado, que tiene que ver con el discurso estatal, y el vivido por las subjetividades individuales y colectivas.




    A menudo las identidades étnicas apelan al territorio y lo convierten en herramienta discursiva para legitimar el principio de pertenencia a un espacio. Estas se aferran a la reivindicación territorial que envuelve al resto de demandas vinculadas con el reconocimiento de derechos políticos.




    En consecuencia, no es de extrañar que, actualmente, las sociedades indígenas, al reclamar el ejercicio de la ciudadanía étnica, lo hagan produciendo una batería de símbolos para autolegitimar su acción política. Esto viene propiciado por el hecho de que las formaciones identitarias constituyeron elementos concomitantes a los procesos de formación de los Estados modernos. La comunidad cultural que estos buscaban moldear se presentó como la esencia de tales organizaciones territoriales por lo que, al día de hoy, y dando continuidad, en cierta medida, a dicha lógica discursiva, los movimientos indígenas reproducen una versión que parte del propio relato oficial de los Estados nacionales al reclamar la pertenencia a un espacio geográfico, invocando para ello una solidaridad de grupo articulada en torno a la identidad. Es en nombre de la identidad étnica que las organizaciones indígenas reivindican el reconocimiento de la diversidad cultural en el seno de lo que, entienden, debe constituir un Estado plurinacional. De hecho, es común entre los trabajos académicos encontrar la fórmula que sostiene que es a través de la lucha política que muchos grupos sociales logran la perdurabilidad de la identidad social del grupo en cuestión.




    En el contexto de la globalización se ha aprendido que las identidades se construyen espacialmente, inmersas en un proceso constante de reconfiguración, y establecen una clara asociación con el territorio. Los procesos de territorialización son, por lo tanto, etnicizados por las sociedades indígenas al tiempo que las reivindicaciones de los movimientos indígenas se espacializan. La construcción de sus discursos se hace a través del llamado a imaginar nuevas formas espaciales de organización social y nuevas jurisdicciones administrativas tanto a nivel político como jurídico.




    Las relaciones entre el Estado y la sociedad en movimiento han experimentado en América Latina un giro en que la cuestión del territorio se ha colado de forma intempestiva en el debate. Esta situación responde, fundamentalmente, al reclamo de los colectivos multiculturales que comenzaron a ser reconocidos, lo cual coincidió, y no por casualidad, con el arribo del neoliberalismo al continente. Tal reconocimiento ha sido propiciado, en buena medida, por la presión ejercida por la comunidad internacional y por la tendencia interna del sistema neoliberal que lo asume, aun sin llegar a reconocerlo públicamente, como estrategia para traspasar las competencias que les correspondería a los Estados nacionales adoptar frente a los sectores sociales más vulnerables.




    En torno a la cuestión del territorio predominan entonces dos debates: aquel que lo concibe como una de las piezas fundamentales en la conformación y, sobre todo, en la consolidación de los Estados nacionales, en donde la heterogeneidad interna queda desdibujada por el desafío de aglutinar una comunidad política homogénea, y aquel que pivota sobre la idea de anclar la diversidad de dicha comunidad en un espacio geográfico que sí sería reconocida en cada uno de los espacios territoriales de las naciones modernas.




    Sin embargo, hay quienes, con base en esta misma lógica de argumentación, tratan de explicar la emergencia de culturas híbridas en términos de desterritorialización. A tenor de todo ello surgen preguntas para las que no siempre se encuentra una repuesta adecuada o unívoca: ¿cómo explicar la emergencia étnica a la que se asiste en un mundo aparentemente desterritorializado?, ¿no constituye el territorio uno de los elementos estructurantes de los discursos identitarios? Tal vez la eclosión de identidades aparece entonces como respuesta a la predominancia de los espacios fluidos, de lo efímero, lo líquido, como un intento de aferrarse a la materialidad espacial con el propósito de producir espacios sociales más sólidos. Pero ¿se deben entender estos fenómenos como procesos de reterritorialización? o, por el contrario, ¿constituyen una manera de formar parte de un mundo desdibujado en donde se hace necesario reivindicar una identidad a la que, a menudo, le hacen corresponder un patrón de consumo determinado?, ¿cuál es el telón de fondo que existe detrás de toda esta producción de subjetividades?




    Resulta paradójico que cuanto más diluidas son las fronteras, mientras más se difumina el mundo, con mayor vigor emergen las identidades sociales, esencialmente las étnicas. Al respecto, la producción de identidades puede interpretarse como expresión de la biopolítica, como el intento de controlar la vida y la existencia de los individuos. Estas son cuestiones que aparecerán a lo largo del trabajo.




    Quienes se interesan en comprender los procesos de conformación identitaria, como quien suscribe, y tratan de emplazarlos en un marco más amplio que tenga en consideración las relaciones de poder que configuran dichos procesos, no pueden anclar sus análisis en la dimensión cultural de las identidades, independientemente del género que estas sean. Nombrar importa. El cómo se hace, quién lo hace y con qué intenciones, importa más si cabe. El Estado nombra, clasifica y ordena a los grupos étnicos, por este motivo los conceptos adquieren tanto interés a nivel institucional y se convierten en una baza, tanto para instituciones del poder político y económico como para las propias sociedades indígenas. Dilucidar acerca del uso que se hace de unos conceptos y no de otros es fundamental para entender las políticas indigenistas que se han adoptado en América Latina de unos años hasta ahora. Es por ello que merece la pena realizar un esfuerzo de reflexión crítica para comprender el manejo de algunas categorías sobre las que las políticas de la diferencia han sido diseñadas, y que no pueden obviar ni la cuestión identitaria ni la territorial.




    Por lo tanto, plantear la relación entre identidad y poder no está exento de polémica, pero resulta esencial para comprender cómo ambas variables aparecen imbricadas en los escenarios de lucha política que enfrentan a pueblos indígenas y Estado desde algunas décadas atrás en América Latina y, en particular, y para lo que atañe al presente trabajo, en Bolivia. La identidad supone entonces un recurso al que, tanto desde la esfera institucional hegemónica como desde las formas de organización popular, se recurre para legitimar sus acciones y sus vindicaciones, respectivamente. Partir de considerar la identidad como instrumento de poder al servicio de los actores sociales, corrobora una de las principales tesis sobre las que se asienta esta investigación. En los contextos de conflicto que se presentarán a lo largo del texto, se verá en qué medida la identidad cobra un destacado protagonismo. En definitiva, de qué manera tales procesos sociales de confrontación aparecen cargados de significados que producen espacios sociales y cómo estos significados responden, además, a un contexto concreto desde donde las ideologías y los discursos son enunciados.




    Se adelanta el carácter situacional al que se concederá preponderancia en las reflexiones acerca de la identidad, así como la consideración de esta como construcción social,5 y es que el uso que se hace de la movilización identitaria responde a contextos particulares, a coyunturas determinadas por el conflicto (en la mayoría de los casos) y los intereses que mueven a determinadas colectividades sociales a reivindicarse como parte de un grupo, que posteriormente despliega sus demandas. Estos sujetos acuden al ropaje identitario para dotar a su lucha de una legitimidad que le otorga la diferencia y las particularidades étnicas frente a la imposición monocultural del Estado nacional a la que históricamente se han enfrentado. Al mismo tiempo, el Estado interviene en la producción de subjetividades como dispositivo de control de las poblaciones. El tener presente, además, la condición híbrida de las identificaciones socioculturales resulta imprescindible y concede mayor margen de análisis a la hora de entender los procesos de interacción de los grupos sociales.




    Este texto realizará un esfuerzo por historizar los conceptos territorio, poder e identidad para comprender cuál es el alcance y el sentido que les han sido conferidos en la praxis colectiva de las fuerzas contestatarias representadas por las organizaciones indígenas de América Latina y por los discursos estatales. Se trata entonces de atender la significación de la que han sido dotados, recreando el relato histórico en que se insertan. Y es que tanto la cuestión identitaria como la cuestión territorial han ocupado un lugar de máxima relevancia en los procesos de construcción de los Estados modernos; así, al día de hoy, y a pesar del descrédito con el que estos son vistos, mantienen una posición hegemónica. El hecho de que la reivindicación de los derechos territoriales se presente como eje articulador del resto de demandas colectivas para los movimientos etnopolíticos responde a un motivo concreto. Si uno de los pilares sobre los que se construyó la modernidad fue el Estado-nación, este se definió, entre otras cosas, por quedar asociado a un espacio territorial delimitado por una serie de fronteras que fueron motivo constante de conflictos entre distintas organizaciones políticas, las cuales se disputaban el control del territorio para extender su hegemonía sobre el espacio y las poblaciones que lo habitaran. De esta manera, el territorio ha constituido históricamente un espacio conflictivo que ha enfrentado a distintos grupos sociales dentro del propio Estado. Esta lógica se reproduce, aunque actualizada, en las luchas de los movimientos indígenas que tratan de hacer valer el reconocimiento de derechos colectivos que buena parte de Estados de América Latina está incorporando en sus textos constitucionales. El territorio se configuró como una de las grandes vindicaciones de las organizaciones etnopolíticas, lo cual demostró, de esta manera, que estaban dispuestas a adentrarse en los canales políticos institucionales si esa era la forma de llevar a cabo una lucha legitimada por la propia estructura del Estado.




    Fruto de este tramado inicial se entiende entonces la relevancia que adquiere el contexto social en todo proceso de construcción de identidades, dado que es mediado por dinámicas que persiguen intereses antagónicos, en la mayoría de los casos, mismos que constituyen procesos situados. El contexto particular al que se ceñirá el presente texto lo sitúa en la América Latina contemporánea y en la Bolivia de la emergencia de las identidades étnicas que surgen de la lucha histórica de los pueblos indígenas y que, al día de hoy, se articula en torno al reconocimiento de los derechos colectivos y el régimen de las autonomías. Con el arranque del nuevo siglo, Bolivia ha vivido una crisis orgánica al perder el gobierno vigente, por aquel entonces, la legitimidad hegemónica, lo cual ha provocado una situación de interregno, en términos gramscianos, cuando lo viejo está muriendo, pero lo nuevo no puede nacer.




    Tal emergencia, compartida a lo largo y ancho del territorio latinoamericano, pone de manifiesto y responde al cuestionamiento institucional que se vive en el seno de los Estados nacionales construidos sobre la lógica de la racionalidad moderna. Una lógica que se muestra desfasada e incapaz de atender la realidad social actual de los países del continente: el proyecto de la modernidad se asume entonces como fallido, como fracasado. Y es ahí que las luchas contrahegemónicas abogan por la refundación de un Estado plurinacional, intercultural y descolonizado, tal es el caso de Bolivia, lo que pone de manifiesto algo en lo que Chantal Mouffe (2007) ha insistido: la dimensión afectiva y las pasiones que activan la movilización política de las identidades colectivas al sentirse parte de un todo con capacidad transformadora. Dicho de otro modo, sólo desde un ejercicio de imaginación creativa es que las sociedades indígenas están consiguiendo incorporar en los textos constitucionales toda una serie de reivindicaciones históricas y, por lo tanto, institucionalizar las demandas políticas en torno a las que los propios movimientos etnopolíticos se han articulado. Que supere el campo discursivo está aún por definirse.




    La dimensión espacial de los fenómenos sociales




    En el siglo xix las ciencias sociales concedieron prioridad, en sus reflexiones acerca de los procesos sociales, a la historia. No sería sino hasta el último cuarto del siglo xx, cuando el espacio se fue colando en las disertaciones académicas. Al día de hoy nadie puede negar la dimensión espacial de los fenómenos sociales en un tiempo en que las distancias se vuelven cada vez más cortas. No fue hasta años recientes cuando se produjo el denominado giro espacial, el momento en que la teoría social comenzó a prestar atención a la espacialidad de los procesos sociales y a abrir sus puertas a la imaginación geográfica, hasta hace no mucho subsumida en la dimensión temporal. Para dar este paso fue necesario, en primer lugar, relativizar la primacía de la historia, la cual había monopolizado las formas de entender la construcción del espacio. Nuevas perspectivas fueron surgiendo de manera paulatina movidas por el afán de superar la clásica definición del espacio. Pensar lo espacial como producto y productor de relaciones sociales se insertó en el seno de la disciplina geográfica a partir de la década de 1970. Para entonces, la geografía, que se encontraba inmersa en un proceso de ejercicio autocrítico más amplio, comenzó a admitir la inexorable relación entre lo espacial y lo social, lo cual requirió considerar el espacio como construcción social. Se empezó a discurrir entonces de qué manera el espacio construye, produce e interviene en las sociedades, pero también y en dirección inversa, aunque complementaria, la forma en que los procesos sociales afectan las formas espaciales.




    Encajar el espacio en los debates de la teoría social ha resultado una tarea fundamental que ha contribuido a ampliar los horizontes teórico-metodológicos de la geografía moderna, lo cual ha concedido un papel de mayor relevancia a esta disciplina. En gran medida y gracias a los trabajos del británico Edward Soja (esenciales para las discusiones sobre la espacialidad de los procesos sociales), la dialéctica espacio-temporal ha aportado una nueva perspectiva a la geografía moderna (1989). Soja perfiló la trialéctica del ser (espacialidad-historicalidad-socialidad), que correlaciona el espacio, el tiempo y lo social, partiendo del esquema lefebvriano de la producción del espacio, lo que ofrece una nueva manera de concebir el mundo y comprender la espacialidad (1999). Se debe a este autor el esfuerzo por sistematizar el esquema sobre la trialéctica del espacio de Henri Lefebvre, ante lo que establece la siguiente correspondencia: primer espacio-prácticas espaciales/espacio percibido, segundo espacio-representaciones del espacio/espacio concebido, tercer espacio-espacios de representación/espacio vivido. Este giro espacial viene impulsado por el gradual reconocimiento de la pertinencia del concepto tercer espacio, donde Soja sitúa el locus de la acción política colectiva y las experiencias emancipatorias frente al poder opresor dominante (1999). El concepto tercer espacio le sirve para introducir una fractura en el dualismo o enfoque binario de espacialidad-socialidad, sin embargo, y a diferencia de Lefebvre, Edward Soja privilegia a aquel en su análisis, al sostener que engloba a los otros dos, aunque matiza que la perspectiva social, histórica y espacial deben analizarse en conjunto, sin que ninguna quede supeditada a otras. Frente a la polarización entre el primer espacio (espacialidad materializada) y el segundo espacio (cognitivo, imaginado), propone un tercer espacio, un espacio vivido que provea un nuevo lenguaje, que constituya un nuevo concepto teórico-analítico, que aporte y abra el camino hacia una nueva realidad epistemológica y que suponga una nueva herramienta metodológica, la cual pueda ser asumida por las comunidades locales en su lucha contra la opresión dominante a la que han sido sometidas históricamente (Soja, 1999).




    Este renovado interés de la teoría social por la dimensión espacial de los fenómenos sociales se debe, en buena medida (según Haesbaert), al trabajo del filósofo Michel Foucault, quien sostiene que “la gran obsesión del siglo xix fue, como sabemos, la historia […] La época actual quizá sea sobre todo la época del espacio” (2011:24). En palabras de otro filósofo y urbanista francés, Paul Virilio (1997), la cronopolítica se había impuesto a la geopolítica (como se citó en Haesbaert, 2011:18).




    Se constata entonces que el giro espacial ha provocado que la categoría espacio haya sido recuperada y revalorizada en el seno de las disciplinas sociales; sin embargo, y de manera simultánea, ha generado una sobreexplotación en su uso, al punto de desvirtuarse, en ocasiones, su significado en aquellos estudios que analizan la relación sociedad-espacio (Hiernaux, 2011). Es decir, esta línea de investigación está saturando los trabajos de la academia e implica que, a menudo, se vacíe de contenido dicha categoría, sobre todo cuando lo que se pretende es alcanzar una confluencia de distintos paradigmas. Geógrafas y geógrafos de todo el mundo advierten con preocupación tal eclosión. Como medida más inmediata se apresuran a pensar una definición más bien acotada que evite convertir al espacio en un cajón de sastre.




    Estas discusiones teóricas envuelven, además, a otras categorías espaciales. Así, Prévôt-Schapira señala la década de 1980 como el momento en que se produce una irrupción del concepto territorio en el lenguaje de la geografía y el resto de ciencias del campo de lo social, lo cual ocurre en un contexto en que el espacio se sometía a la objetivación a través de análisis espaciales que, en último término, buscaban la formulación de leyes para ordenarlo (2011:196). No han escapado a tendencia otras concepciones tales como paisaje, lugar, etcétera.




    Las reflexiones surgidas en el seno de las ciencias y, de manera particular, en el seno de la geografía, asumen, en consecuencia, el desafío que les plantea la reflexión acerca de la espacialidad de los fenómenos sociales a fin de construir nuevos paradigmas.




    El enfoque geopolítico da pie a plantear el análisis de las relaciones entre espacio y poder, al partir de la consideración de que las relaciones espaciales evocan relaciones de poder manifestadas en procesos de cambio, como el que en estos momentos se está viviendo en América Latina.




    Tradicionalmente, la geopolítica ha focalizado sus análisis en la geografía del Estado nacional y en los procesos de conformación de entidades administrativas y políticas en tales formaciones territoriales, así como en la manera en que estas integran jurisdicciones gubernamentales menores en su seno. Esto es lo que ocurre en América Latina en relación con los etnoterritorios, y queda evidenciado concretamente a través de la figura legal de los territorios indígena originario campesinos (tioc), incluida en la última reforma del texto constitucional boliviano de 2009. Estos constituirían la versión renovada de las anteriores tierras comunitarias de origen (tco), reconocidas en la Ley del Instituto Nacional de la Reforma Agraria (inra) de 1996 como propiedad agraria y referidas a espacios geográficos creados por el Estado, y que responden a propiedades comunales indígenas a las que les son asociadas una serie de prerrogativas tales como la indivisibilidad, inembargabilidad, inalienabilidad e irreversibilidad, así como el reconocimiento legal de derechos colectivos. Para entenderlo: dentro de la organización política y espacial que constituye el Estado boliviano se insertan unidades territoriales menores con un grado relativo de soberanía y de gobierno autónomo.




    La geopolítica tradicional ha concedido más espacio al análisis de las cuestiones territoriales, y el motivo de ello es que, planteado en términos modernos, los Estados nacionales han sentado las bases de su conformación sobre la unidad territorial. Asimismo, esta geografía convierte al Estado en el locus desde el que emana el poder (Raffestin, 2013), de ahí que una perspectiva crítica de la geopolítica sea necesaria para desplazar el foco de análisis a otros niveles espaciales. Una geopolítica que no restrinja el poder al nivel estatal, sino que atienda al ejercicio de la política como producto de relaciones entre actores en el espacio social, que no ceda ante el “Poder” (con mayúscula) y desestime el “poder” (con minúscula) (Raffestin, 2013). Una perspectiva, por lo tanto, que se desvincule de la geografía del Estado y abarque otras unidades analíticas, distintas formas del poder que emanen de otras formas de organización política. Raffestin matiza tal argumentación al afirmar que “una verdadera geografía no puede ser sino una geografía del o de los poderes” (2013:37).




    Mucho se ha escrito acerca de la práctica territorial como forma de poder y dominación, también existen trabajos acerca del modo en que las prácticas cartográficas facilitan y promueven los dispositivos de control social sobre las comunidades políticas y los espacios geográficos a los que estas quedan vinculadas. El Estado-nación constituye una estructura de poder que, desde su formación, se ha empeñado en fortalecer y consolidar dicha dominación, para ello, transforma el territorio en un instrumento férreo de control. La cuestión de la construcción territorial se convierte, para el caso que aquí se estudia, en un tema de primera índole, y en este marco de análisis no es posible obviar la impronta de la acción colectiva de los miembros de la comunidad nacional sobre los territorios constituidos en el seno de dicho modelo de organización sociopolítica. En este contexto, el enfoque geopolítico permite desvelar y denunciar las estructuras espaciales de dominación y las relaciones de poder, así como las prácticas contrahegemónicas que nacen como respuesta a aquellas; de esta manera se visibilizarán las geografías del poder, pero también los proyectos alternativos puestos en marcha por nuevas formas de resistencia que las confrontan.




    La estructura territorial del Estado es amenazada por dos frentes que contribuyen a redibujar el mapa geopolítico mundial e imprimen un nuevo carácter a la relación entre regiones centrales y regiones periféricas: en primer lugar, por el nuevo orden global donde las entidades financieras adquieren la hegemonía del devenir económico-político, haciendo caso omiso a los Estados nacionales. El marco de este enfoque es la actual fase del capitalismo, la sociedad globalizadora y la mundialización del capital; el imperio, según Hardt y Negri (2005). En segundo lugar, pero no por ello menos importante y en estrecha relación con lo antes mencionado, por la notoriedad que han adquirido las experiencias locales en el ámbito socioespacial global. Tanto el uno como el otro contribuyen a modificar el imaginario espacial del Estado moderno y aportan nuevos elementos constitutivos de los procesos de reconfiguración identitaria, que dan lugar a espacios de representación ligados a la vindicación de mayores niveles de democracia y al surgimiento de nuevos mecanismos de producción espacial. Lo local actúa como plataforma desde la que se reivindica una mayor autonomía en el nuevo esquema geopolítico y, además, pone en duda a la nación como referente identitario esencial. Las nuevas prácticas espaciales indígenas cuestionan, por lo tanto, el discurso geopolítico del Estado al cual se enfrentan desde contraespacios opuestos a los hegemónicos, tratando de derribar la experiencia colonial. Los procesos que están ocurriendo en Bolivia y América Latina no pueden entenderse al margen de las dinámicas por las que transita la sociedad globalizada.




    En este escenario entra en juego la geopolítica indígena para poner de manifiesto los conflictos fruto de la apropiación de territorios y recursos naturales existentes en los espacios geográficos donde habitan comunidades étnicas, así como el modo en que son absorbidos por las dinámicas de la acumulación capitalista. Por medio de los conflictos territoriales derivados de la geopolítica del capital los pueblos indígenas experimentan la violencia ejercida por este. En este trabajo se ha optado por el uso del concepto geopolítica indígena para enfatizar la dimensión de las relaciones de poder imbricadas en las formas de hacer política de los movimientos indígenas de América Latina, la cual queda inexorablemente articulada en las dinámicas globales en las que se emplazan los conflictos derivados de la geopolítica del capital. Las geopolíticas indígenas interrogan el significado de las resistencias ejercidas por el movimiento indígena, de las luchas contrahegemónicas en el ámbito local, pero con proyección global.
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